
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA, A CARGO DEL DIPUTADO CLEMENTE CASTAÑEDA HOEFLICH, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano, de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo señalado en el 

artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los 

artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión, somete a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma la fracción XII del artículo 70 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos 

I. El 4 de mayo de 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se 

expidió la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Reglamentaria del 

Artículo 6o. Constitucional, aprobada con el objeto de “establecer los principios, bases generales y 

procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de cualquier 

autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos 

autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, 

moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la federación, 

las entidades federativas y los municipios.”1 

El Título Quinto de dicha ley, denominado “Obligaciones de Transparencia”, estableció la 

información pública que los entes deben presentar de oficio, es decir, aquella información que sin 

necesidad de previa solicitud debe publicarse de manera permanente y actualizada en los respectivos 

portales de obligaciones de transparencia de todos los entes o sujetos obligados, tal como lo disponen 

los artículos 60 y 64 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que se 

transcriben a continuación: 

Artículo 60. Las leyes en materia de transparencia y acceso a la información, en el orden federal y 

en las entidades federativas, establecerán la obligación de los sujetos obligados de poner a 

disposición de los particulares la información a que se refiere este título en los sitios de Internet 

correspondientes de los sujetos obligados y a través de la Plataforma Nacional. 

Artículo 64. La página de inicio de los portales de Internet de los sujetos obligados tendrá un 

vínculo de acceso directo al sitio donde se encuentra la información pública a la que se refiere este 

título, el cual deberá contar con un buscador. 

En este sentido, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece, entre 

otras, la obligación de publicar la información precisada en el artículo 70, fracción XII, referente a la 

versión pública de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos que así lo determinen, 

es decir de aquellos que hubiesen otorgado su previo consentimiento para difundirlas, tal como se 

desprende de la literalidad del artículo 70 fracción XII, que a continuación se transcribe: 

Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los sujetos 

obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios 

electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según 

corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación 

se señalan: 



... 

XII. La información en versión pública de las declaraciones patrimoniales de los servidores 

públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad 

aplicable; 

... 

II. El 27 de mayo de 2015, en el Diario Oficial de la Federación, se publicó la reforma constitucional 

mediante la que se crea el Sistema Nacional Anticorrupción, que configura un nuevo andamiaje 

institucional para combatir la corrupción en todos los niveles y órdenes de gobierno, estableciendo 

mejores elementos de coordinación, investigación y sanciones administrativas y penales, tanto para 

servidores públicos como para particulares que cometan actos de corrupción. 

En ese sentido los artículos transitorios derivados de dicha reforma constitucional, establecieron el 

plazo de un año para expedir la reforma legal conducente, consistente en la expedición, entre otras, 

de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

En el Senado de la República como Cámara de origen, tanto de la Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción como de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se presentaron por 

parte de los grupos parlamentarios diversas iniciativas, pero lo más saludable fue la activa 

participación de más de 630 mil ciudadanos quienes se hicieron presentes en el debate legislativo a 

través de la iniciativa ciudadana de una Ley General de Responsabilidades Administrativas, conocida 

en su momento como Ley 3de3, iniciativa que, entre otros mecanismos, incluía fortalecer los 

controles para el debido ejercicio de los recursos públicos y el desempeño de las atribuciones de los 

servidores públicos, al establecer la obligación de presentar de manera pública las declaraciones 

patrimonial, de conflicto de intereses y fiscal. 

III. El 18 de julio de 2016 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, en cuyo artículo 29 se estableció la obligación de publicar, en 

formato de versión publica, únicamente las declaraciones patrimonial y de intereses de los servidores 

públicos, al establecer lo siguiente: 

Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya 

publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución. Para 

tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los 

formatos respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos 

queden en resguardo de las autoridades competentes. 

De lo anterior se desprenden dos aspectos que en el proceso de análisis y discusión legislativa fueron 

cuestionados por diversos diputados y grupos parlamentarios: 

1) La exclusión de la obligación de presentar la declaración fiscal. 

2) La vulneración al principio de máxima publicidad, al restringir información contenida en las 

declaraciones patrimonial y de intereses de los servidores públicos. 

La exclusión de la presentación de la declaración fiscal, al no establecer la obligatoriedad de 

presentarla conjuntamente con las declaraciones patrimonial y de intereses, desvirtuó la esencia de la 



iniciativa ciudadana de Ley 3 de 3, pues la publicidad de las tres declaraciones es la que permitiría 

constatar la armonía entre los ingresos de los servidores públicos con respecto a su nivel de vida y 

bienes declarados. 

Respecto de la declaración fiscal, la Ley General de Responsabilidades Administrativas únicamente 

estableció la obligación por parte del servidor público de proporcionar la constancia de presentación 

de la declaración fiscal, es decir el acuse de recibo, sin la información del monto de ingreso anual 

declarado. 

Lo anterior, aunado a la restricción respecto de la información presentada en las declaraciones 

patrimonial y de intereses, posibilita el ocultamiento de información de servidores públicos, 

dificultando el escrutinio público para que los gobernados puedan constatar que los servidores 

públicos, por el ejercicio de sus funciones, no obtengan ingresos indebidos derivados de actos de 

corrupción. 

Por ello, un mes antes de la publicación de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el 

16 de junio de 2016, en el pleno de la Cámara de Diputados, durante el debate legislativo del dictamen 

de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, los Diputados de Movimiento Ciudadano 

presentamos reservas al artículo 29 en particular, para incluir en su redacción la obligación de 

presentar información de la declaración fiscal, así como precisar la información necesaria para 

incluirse en las tres declaraciones y hacer de éstas instrumentos útiles para el escrutinio público 

respecto de los ingresos y evolución patrimonial de los servidores públicos. Sin embargo, con 209 

votos a favor y 228 en contra, no se admitieron reservas al Artículo 29 sobre la iniciativa ciudadana 

conocida como Ley 3 de 3. 

El 18 de agosto de 2016, por considerar que el artículo 29 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas no se ajustaba al principio constitucional de máxima publicidad y a la esencia de la 

iniciativa de Ley 3 de 3, diputados de los Grupos Parlamentarios de Movimiento Ciudadano, PAN y 

PRD, presentamos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación una acción de inconstitucionalidad.2 

En sesión celebrada los días 12 y 13 de junio de 2017, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, resolvió lo siguiente: 

Primero. Es procedente pero infundada la acción de inconstitucionalidad 70/2016, promovida por 

diversos diputados integrantes de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 

Segundo. Se reconoce la validez de los artículos 29, 34, párrafo tercero, y 48, párrafo primero, de 

la Ley General de Responsabilidades Administrativas, así como del artículo transitorio tercero, 

párrafo sexto, del Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción; la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley Orgánica del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, publicado en la edición vespertina del Diario Oficial 

de la Federación el dieciocho de julio de dos mil dieciséis. 

Tercero. Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta.”3 

Entre los argumentos que en sesión pública expuso el ministro ponente, José Ramón Cossío Díaz, se 

desprende que la información de los servidores públicos derivada de la obligación de presentar 

declaraciones patrimoniales y de intereses establecida en el artículo 108 constitucional, debe 

ponderarse a partir del conflicto entre el principio de máxima publicidad y el de protección de datos 

personales, por lo que si bien la salvaguarda de la información personal de los servidores públicos es 



menor con respecto a la de las personas que no ejercen funciones públicas, la esfera privada de los 

servidores públicos no se elimina completamente, debiendo protegerse aquella información que 

ponga en riesgo la vida o su integridad, y dejando únicamente abierta o publica la estrictamente 

necesaria para la determinación del patrimonio y evolución del mismo de los servidores públicos. 

Por ello, propuso resolver la constitucionalidad del artículo 29 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, que como ya hemos visto establece que: “Las declaraciones 

patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda afectar la 

vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución...” 

Asimismo, planteó que el artículo 29 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al ser 

posterior a la emisión de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, supera 

la posible antinomia que surgiría con respecto al artículo 70, fracción XII, de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, que establece que las versiones públicas de las 

declaraciones patrimoniales deben contar con el previo consentimiento de los servidores públicos: 

Artículo 70. En la ley federal y de las entidades federativas se contemplará que los sujetos 

obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios 

electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según 

corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación 

se señalan: 

... 

XII: La información en versión pública de las declaraciones patrimoniales de los servidores 

públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad 

aplicable; 

Al respecto el Ministro ponente expuso: 

...se precisa que no pasa desapercibida la existencia del artículo 70, fracción XII, de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública que indica que los sujetos obligados deben 

tener a disposición del público la información en versión publica de las declaraciones patrimoniales 

de los servidores públicos –que así lo determinen–, y su posible antinomia con el artículo 29 de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, sin embargo al respecto se precisa que desde 

el contexto normativo de la reforma constitucional en materia anticorrupción en el citado artículo 

29 tiene que ser visto como el régimen especial y de excepción frente al de la Ley General de 

Transparencia, por lo que cuando entre en vigor debe entenderse que desplazará la aplicación 

del artículo 70, fracción XII de la Ley General de Trasparencia, tanto por ser una ley 

posterior, como por regular un supuesto especial relacionado con los servidores públicos, en 

donde se privilegia el derecho de la colectividad a recibir información y aumentar su 

participación para evitar la corrupción y mantener la confianza en los servidores 

públicos, haciendo efectivo el principio de máxima publicidad y el menor umbral de protección 

de su vida privada y datos personales. Así, se propone que esta es la manera en la que debe 

resolverse esta potencial antinomia, ya que pensar lo contrario implicaría soslayar las 

finalidades y objetivos de la reforma constitucional en materia anticorrupción, lo que 

mantendría la opacidad sobre las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores 

públicos, truncando así el mecanismo de participación y control de la sociedad en su 

conjunto, que es uno de los fines principales y pilares del nuevo sistema anticorrupción 

resultado de la reforma constitucional. 4 



IV. No obstante que no prosperó la acción de inconstitucionalidad promovida para abrir, sin 

restricciones, toda la información de las declaraciones de los servidores públicos al escrutinio público, 

la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación permite avanzar en la rendición de cuentas 

de los servidores públicos, pues si bien con restricciones, resolvió favorablemente el derecho de la 

colectividad de conocer en formato de versión pública las declaraciones patrimoniales y de intereses 

de los servidores públicos, sin necesidad de requerir la autorización o el consentimiento previo de 

cada uno de ellos. 

Es decir, se reconoce la obligación de publicar de oficio y de manera permanente en los portales de 

los entes públicos o sujetos obligados las declaraciones patrimonial y de intereses de los servidores 

públicos en el formato propuesto por el Comité de Participación Ciudadana del Sistema Nacional 

Anticorrupción y emitido por el Comité Coordinador de dicho sistema. 

En este sentido, con la finalidad de armonizar la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública con respecto a la Ley General de Responsabilidades Administrativas y para 

evitar cualquier antinomia, se propone reformar el artículo 70 fracción XII de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, en los siguientes términos: 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Texto Vigente 

Artículo 70. En la ley federal y de las entidades federativas se contemplará que los sujetos 

obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios 

electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según 

corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación 

se señalan: 

I. a XI. ... 

XII. La información en versión pública de las declaraciones patrimoniales de los servidores 

públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad 

aplicable; 

XIII a XLVIII. ... 

... 

Iniciativa 

Artículo 70. ... 

I. a XI. ... 

XII. La información en el formato de versión pública de las declaraciones patrimoniales de los 

servidores públicos emitido por el Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable; 

XIII a XLVIII. ... 



... 

Por lo expuesto, me permito presentar ante esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma que reforma la fracción XII del artículo 70 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Artículo Único. Se reforma la fracción XII del artículo 70 de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 70. ... 

I. a XI. ... 

XII. La información en el formato de versión pública de las declaraciones patrimoniales de los 

servidores públicos emitido por el Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable; 

XIII. a XLVIII. ... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Notas 

1 Artículo 1, segundo párrafo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. 

2 Milenio , 16 de agosto de 2016. 

http://www.milenio.com/politica/buscan_diputados_PAN_PRD_MC_ampliar_Ley 

_3de3_inconstitucionalidad_Milenio_Noticias_0_793721010.html 

3 Véase: http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?Asu ntoID=203218 

4 Postura del ministro José Ramón Cossío Díaz en la acción de inconstitucionalidad 70/2016 en las sesiones 

públicas ordinarias de los días 12 y 13 de junio de 2017 del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

https://www.sitios.scjn.gob.mx/jrcossio/sites/default/files/articulos/n ot20170613.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2017. 

Diputado Clemente Castañeda Hoeflich (rúbrica) 

  


